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PETICIÓN 403-02
ADMISIBILIDAD

JOSÉ DELFÍN ACOSTA MARTÍNEZ Y FAMILIA
ARGENTINA
11 de julio de 2013
I. RESUMEN
1. El 6 de junio de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por la Comisión de Familiares de Víctimas Indefensas de la Violencia Social (COFAVI)
, el Centro de Investigaciones Sociales y Asesorías Legales Populares (CISALP) y Paola Gabriela Canova (en adelante los “peticionarios”), en la cual alegan la responsabilidad de la República de Argentina (“Argentina” o el “Estado”) por las lesiones presuntamente perpetradas al señor José Delfín Acosta Martínez (la “presunta víctima”), por agentes policiales dentro del marco de una detención, que le habrían causado la muerte, así como la falta de investigación efectiva, encaminada al juzgamiento y sanción de los responsables de los hechos. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal) 8 (garantías judiciales), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, contenida en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo la "Convención Americana").
2. Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, los peticionarios alegaron que agotaron los recursos internos y que presentaron la petición dentro del plazo previsto en el artículo 46 de la Convención Americana. Por su parte, el Estado argumentó que la petición es inadmisible porque no expone hechos que caractericen alguna violación a un derecho garantizado por la Convención Americana y que es aplicable la fórmula de la “cuarta instancia”.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar la petición admisible a efecto del examen sobre la presunta violación de los derechos de la presunta víctima y sus familiares consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8, 24 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 y 2 de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida por la CIDH el 6 de junio de 2002 y le asignó el número P-403-02. La CIDH transmitió al Estado la petición el 8 de abril de 2004, otorgándole un plazo de dos meses para presentar su respuesta. El Estado solicitó una prórroga de un mes a la CIDH para responder la petición, la cual fue otorgada el 8 de junio de 2004. La Comisión recibió el 29 de abril de 2005 la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.
5. Los peticionarios presentaron información adicional el 21 de diciembre de 2005, 9 de mayo de 2006, el 29 de junio de 2007, el 13 de abril de 2011 y el 12 de diciembre de 2011. El Estado presentó información adicional el 2 de abril de 2007. La información adicional fue debidamente trasladada a cada una de las partes.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios alegaron que Argentina es responsable internacionalmente por la privación de la vida de José Delfín Acosta Martínez, causada por diversas lesiones que habrían sido producidas por agentes policiales mientras estaba detenido, por la falta de una debida investigación de los hechos, los cuales permanecen en la impunidad, así como por la discriminación que habría sufrido la presunta víctima al momento de su detención en razón de su raza.
7. Señalaron que el 5 de abril de 1996, el señor José Delfín Acosta Martínez, afrodescendiente de nacionalidad uruguaya, estaba desayunando aproximadamente a las 7:30 a.m. en una confitería en la que se encontraban diversas personas, de las cuales algunas habían salido de una discoteca que se encontraba enfrente. Afirmaron que la presunta víctima al salir de la confitería inició una conversación con una persona afrodescendiente de nacionalidad brasileña de nombre Wagner Gonçalvez Da Luz, quien se encontraba con su novia.
8. Indicaron que en ese momento tres patrulleros (vehículos) que circulaban a escasa velocidad arribaron al lugar, dos se detuvieron en la intersección de las calles Rodríguez Peña y Sarmiento y la restante en la esquina de la Av. Callao y Sarmiento. Entre los agentes que arribaron se encontraban el Sargento Domingo Alberto Oliva, el Cabo Hugo Marcelino Lezcano y el Subinspector Pedro Aguilar. Señalaron que uno de los entre cuatro a seis policías que descendieron de las patrullas apuntó con su arma la cabeza de la persona de nacionalidad brasileña, colocándolo posteriormente contra uno de los vehículos con las manos en alto. Afirmaron que ante los hechos, el hermano de Wagner Gonçalvez Da Luz trató de impedir la detención de su hermano, por lo que también fue introducido al patrullero número 105. Los peticionarios afirmaron que el 5 de abril de 1996 la Policía Federal estaba realizando un operativo de razzia en la zona donde ocurrieron los hechos.
9. Indicaron que la presunta víctima intentó conciliar la situación, que éste afirmó a los policías que era de nacionalidad uruguaya, que los detenidos frecuentaban la discoteca y no habían molestado a nadie y que la detención era arbitraria “ya que evidentemente sólo los arrestaban por ser negros”. Señalaron que uno de los policías tomó la identificación de José Delfín Acosta Martínez y la arrojó al suelo, lo que provocó un fuerte reclamo de la presunta víctima. Afirmaron que ante sus reclamos, la presunta víctima fue introducida al patrullero número 305. Indicaron que la presunta víctima siguió reclamando que le devolviesen su documento de identidad y que, después de conseguir salir del patrullero, volvió a ser introducido a éste de forma violenta. Afirmaron que a la presunta víctima le fue devuelto su documento de identidad antes de que el patrullero se retirara del lugar.
10. Los peticionarios alegaron que la detención de la presunta víctima había sido arbitraria, puesto que ésta estaba conversando de forma pacífica sin alterar el orden público, no se encontraba en estado de ebriedad, no portaba algún arma, y no le fueron explicados los motivos de su detención. Sostuvieron que conforme a las investigaciones de la policía y el juez que conoció la causa, la justificación de la detención de la presunta víctima se basó en dos argumentos: el primero relativo a una supuesta denuncia anónima por posibles disturbios llevados a cabo por persona alcoholizada y armada afuera de la calle Sarmiento y, la segunda, con motivo en la aplicación del denominado “edicto de ebriedad”. Argumentaron que nunca fue probado fehacientemente que la policía recibiera una llamada con la denuncia y que los “edictos policiales” conforme a los cuales la policía estaba facultada para detener personas que alteraran el orden público fueron derogados en 1998 por el Código de Convivencia Urbana, dado que dichas normas eran inconstitucionales. Asimismo, agregaron que del número total de detenciones en 1996, la mayoría fueron en aplicación de los edictos policiales de naturaleza preventiva y no por la comisión de delitos. Por lo anterior, los peticionarios alegaron que el Estado argentino había violado el artículo 7 de la Convención Americana.
11. Los peticionarios también alegaron que la presunta víctima fue detenida en razón de su raza. Sostuvieron que, de acuerdo con la supuesta llamada anónima, la persona que aparentemente estaba causando disturbios tenía una campera negra (chamarra negra) y que portaba un arma, y que, sin embargo, la policía decidió detener sin motivo a tres personas de tez obscura y de nacionalidad extranjera.
12. Afirmaron que una vez que la presunta víctima y los dos hermanos llegaron a la Comisaría No. 5 de la Policía Federal Argentina: la primera fue llevada a un lugar donde había una mesa y un banco, mientras que los segundos fueron conducidos a una celda en otro sector de la dependencia. Indicaron que las autoridades justificaron la separación debido a que habían determinado que la presunta víctima se encontraba bajo los efectos de una sustancia toxicomanígena o alcohol. También señalaron que la celda donde se encontraba privada de la libertad la presunta víctima era de escasas dimensiones.
13. Señalaron que la presunta víctima había sido golpeada duramente por agentes policiales hasta perder el conocimiento y quedar gravemente herida. Sin embargo, indicaron que la versión de las autoridades policiales versó en que la presunta víctima se tornó agresiva al momento de extraerle sus efectos personales, que ésta se despojó de su ropa y calzado hasta quedar desnudo y que por ello los policías tuvieron que esposarlo. Indicaron que las autoridades afirmaron que la presunta víctima se habría arrojado al piso de cabeza en forma intencional ante “la impotencia” de siete agentes de la Policía Federal Argentina que no podían detener su accionar. Señalaron que los siete agentes que se encontraban presentes eran los siguientes: Cabo Marcelino Lezcano, Subinspector Pedro Aguilar, Oficial de Guardia Ayudante Blas Bogado, Sargento de Guardia Cabo Omar Ojeda, Cabo Zulma Orellana, Sargento Humberto Echegaray y Cabo Alfredo González.
14. Indicaron que diversos testigos observaron que la presunta víctima salió de la Comisaría No. 5 de la Policía Federal Argentina en una camilla cargada por un enfermero y el señor Luis Alberto Cordero y que ésta estaba desnuda, con convulsiones y un hematoma en la cabeza. La presunta víctima fue introducida en una ambulancia del Servicio de Asistencia Médica de Emergencia (SAME), en la cual falleció a las 9:00 a.m. mientras era trasladado al Hospital Ramos Mejía.
15. Los peticionarios alegaron que el Estado argentino debía ser responsabilizado por violar el artículo 5 de la Convención Americana, debido a las graves heridas ocasionadas a la presunta víctima por los agentes policiales mientras estaba detenida. Al respecto, los peticionarios argumentaron que una de las autopsias realizadas demostraba que los hematomas en el cuerpo de la presunta víctima no podrían haber sido causados por ella misma; que personas detenidas en la Comisaría No. 5 de la Policía Federal Argentina habían declarado oír gritos de la presunta víctima; y que testigos que presenciaron la detención de la presunta víctima afirmaron que ésta nunca adoptó una actitud agresiva. Finalmente, sostuvieron que el Estado argentino también debía ser responsabilizado internacionalmente por violar el artículo 4 de la Convención Americana, dada la insuficiencia de todas las medidas llevadas a cabo por los efectivos para mantener al detenido a salvo y en razón de que de diversos medios de prueba se apreciaba que los golpes no pudieron ser causados por la propia presunta víctima.

16. Respecto a los hechos e investigaciones penales seguidas de forma posterior a la muerte de la presunta víctima, los peticionarios afirmaron que el hermano de la presunta víctima, Ángel Acosta Martínez, al tratar de reconocer su cadáver, fue interrogado por diversos agentes policiales a efecto de conocer si José Delfín Acosta Martínez tenía antecedentes epilépticos o conductas adictivas; que Ángel Acosta Martínez observó que el cuerpo presentaba numerosas marcas de golpes imposibles de habérselos inflingido él mismo; que la policía nunca devolvió a Ángel Acosta Martínez las llaves del departamento donde vivían ambos hermanos; y que con posterioridad a la muerte de su hermano alguien entró al departamento donde vivían ambos sustrayendo efectos personales, fotografías y constancias médicas.
17. Afirmaron que el 8 de abril de 1996, Ángel Acosta Martínez ofreció una conferencia de prensa enfrente de la Comisaría No. 5 de la Policía Federal Argentina a efecto de ingresar la causa relacionada con la muerte de su hermano, y que el 9 de abril de 1996 el diario Clarín informó que la policía comunicó oficialmente que la muerte de la presunta víctima se produjo “debido a la reiterada ingesta de clorhidrato de cocaína”. Indicaron que el 8 de abril de 1996 ingresó al Poder Judicial de la Federación el sumario policial relacionado con la muerte de la presunta víctima por causas dudosas, y que el Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional No. 10 a cargo del juez Raúl Eduardo Irigoyen conoció la causa.
18. Afirmaron que con fecha 25 de abril de 1996, el juez Raúl Eduardo Irigoyen resolvió archivar la causa. Argumentaron que los únicos testimonios tomados en cuenta para su decisión fueron los de dos personas que reafirmaron la versión policial (Oscar Darío Almada y Luis Alberto Cordero) y que el juez desestimó injustificadamente dos testimonios de personas que afirmaron que la presunta víctima fue detenida sin causa. Señalaron que contra la decisión de archivo presentaron un recurso de apelación ante la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional para continuar con la investigación y ofrecer nuevas pruebas, y afirmaron que dicho tribunal confirmó la decisión del juez de primera instancia en el sentido de que no existía delito.
19. Los peticionarios indicaron que la familia de la presunta víctima contactó a la cancillería uruguaya y que con motivo de dichas gestiones se abrió en la República Oriental de Uruguay una causa con motivo del caso ante el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal No. 13, mismo que autorizó realizar una nueva autopsia cuyos resultados contradecían la versión de la Policía Federal Argentina que sostenía que la presunta víctima tuvo convulsiones y que se provocó ella misma las lesiones que le causaron su muerte. Afirmaron que conforme a la autopsia la presunta víctima sufrió diversos traumatismos, uno de ellos a nivel lumbar, otros en miembros superiores e inferiores y en el cráneo.

20. Indicaron que la madre de la presunta víctima, con base en el peritaje uruguayo, solicitó el 29 de abril de 1998 al juez Raúl Irigoyen la reapertura de la causa. Afirmaron que la causa fue reabierta el 12 de mayo de 1998 para crear una junta médica compuesta por cuatro miembros del Cuerpo Médico Forense dependiente de la Corte Suprema de Justicia de la República de Argentina a efecto de que respondiera diversas preguntas. Señalaron que la familia de la presunta víctima impugnó el informe forense en el que se contestaron las preguntas, dado que los peritos habían basado su informe en datos que surgían exclusivamente de la instrucción policial, cuando ésta había sido fuertemente cuestionada.

21. Afirmaron que con fecha 5 de agosto de 1999, encontrándose pendientes de producción numerosas pruebas requeridas por la querella, el juez Raúl Irigoyen dispuso el archivo de las actuaciones por inexistencia de delito y que dicha decisión fue notificada a los familiares de la presunta víctima el 10 de agosto de 1999. Señalaron que contra dicha decisión los familiares de la presunta víctima presentaron recurso ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, Sala V, la cual confirmó el archivo de la causa. Indicaron que contra dicha sentencia presentaron recurso de casación el 12 de octubre de 1999, el cual fue rechazado el 21 de octubre de 1999 y notificado el 1º de noviembre del mismo año. Indicaron que el 3 de febrero de 2000 interpusieron recurso extraordinario ante la Cámara Nacional de Casación Penal, el cual fue declarado inadmisible el 7 de marzo y notificado el 15 de marzo de 2000. Finalmente, afirmaron que el 23 de marzo de 2000 presentaron recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia, el cual fue desestimado el 18 de diciembre de 2001 y notificado el 28 de diciembre de 2001.
22. Los peticionarios alegaron que el Estado argentino debía ser responsabilizado por violar los artículos 8 y 25 de la Convención Americana debido sustancialmente a: i) que la Fiscalía No. 10 a cargo de Juan Sansone nunca solicitó medida alguna o se interesó por el curso de la investigación, limitándose a tomar conocimiento de lo actuado por el juez; ii) que las autoridades no llevaron a cabo una investigación penal seria, objetiva, diligente y transparente; iii) la indebida desestimación de diversas pruebas; iv) al archivo de la causa pese a encontrarse pendiente la producción de numerosas pruebas sugeridas por los familiares de la presunta víctima; iv) a la falta de imparcialidad y objetividad de las autoridades dentro del proceso judicial seguido; y v) no haber recibido una conclusión razonada acerca de la muerte de la presunta víctima, limitándose los tribunales que conocieron los recursos presentados a reproducir los argumentos del juez de primera instancia. Sostuvieron que “el principio de la efectividad del recurso judicial se torna ilusorio si su tramitación resulta plagada de irregularidades…”.
23. Finalmente, los peticionarios sostuvieron que en el presente caso se violaba el artículo 24 de la Convención Americana en razón de que “la policía decidió llevarse consigo a tres ciudadanos que, curiosamente resultaron ser negros”, que “varios testigos civiles afirmaron que no había motivo para llevar a cabo un arresto, sin embargo, tres perosnas fueron arrestadas”, y que “casualmente estas tres personas eran afrodescendientes y extranjeros, lo cual, al menos, siembra la duda de sí ese arresto no fue impulsado por motivos raciales más que por los “desórdenes en la vía pública” alegados”.

24. En conclusión, los peticionarios alegaron presuntas violaciones a los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana.
25. Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, los peticionarios alegaron que en el presente caso agotaron los recursos internos y que la petición fue presentada dentro del plazo de seis meses conforme al artículo 46 de la Convención Americana.
B. Posición del Estado
26. El Estado alegó que la petición es inadmisible debido a que no expone hechos que caractericen una violación a un derecho garantizado por la Convención Americana. Sostuvo que de un análisis detenido de la denuncia y de la lectura minuciosa de los cuatro cuerpos que componen la causa, surge que los peticionarios pretenden que la Comisión actúe como una “cuarta instancia”.
27. Respecto a los alegatos relacionados con el derecho a la libertad personal, el Estado afirmó que la presunta víctima y los hermanos Gonçalvez Da Luz fueron detenidos como consecuencia de una denuncia en la que se informó que una persona alcoholizada y armada estaba causando disturbios. Sostuvo que dentro del expediente se observan elementos de prueba que tienden a demostrar que la presunta víctima estaba en estado de ebriedad y que estaba alterando el orden público. Asimismo, argumentó que la presunta víctima fue detenida “por infracción al edicto policial vigente sobre ebriedad y otras intoxicaciones (artículo 3) y por el edicto policial de desórdenes (artículo 1)”, y conforme a las causas, casos o circunstancias expresamente tipificadas en una ley (aspecto material) y con estricta sujeción al procedimiento objetivamente definidos por la misma (aspecto formal), sin que la detención fuese arbitraria y conforme a lo normado por el artículo 7 de la Convención Americana
. En lo concerniente a la alegada violación al derecho de igualdad ante la ley, el Estado sostuvo que un alegato tan grave no puede sustentarse en meras suposiciones como las reseñadas por los peticionarios.
28. Con relación a los argumentos relacionados con el derecho a la integridad personal de la presunta víctima, el Estado afirmó que la presunta víctima fue separada dentro de la comisaría de los hermanos Gonçalvez Da Luz puesto que se encontraba bajo los efectos de una sustancia toxicomanígena y debido a que los últimos eran personas menores de edad. Argumentó que existían numerosos elementos probatorios que permitían llegar a una conclusión diversa a la sostenida por los peticionarios, como el testimonio del señor Oscar Almada, taxista que transitaba la calle y que fue llamado por la policía cuando pasaba enfrente de la Comisaría No. 5 de la Policía Federal Argentina para oficiar como testigo al momento en que se efectuaba la requisa personal, y mismo que estuvo presente en el momento en que la presunta víctima fue supuestamente golpeada por los policías. Asimismo, alegó que dos de las tres autopsias practicadas no sustentaban la hipótesis de los peticionarios.
29. Respecto a los alegatos relacionados con la alegada violación al derecho a la vida de la presunta víctima, el Estado sostuvo que conforme a la primera autopsia practicada no podía concluirse que las lesiones halladas en el cuerpo de la presunta víctima tuvieran la idoneidad de provocar la muerte de la presunta víctima. Asimismo, argumentó que en la segunda autopsia, la junta médica enfatizó que ninguna de las lesiones encontradas eran causales de muerte, y que los médicos de la autopsia practicada en Uruguay afirmaron que no era posible determinar la causa de la muerte. Con relación al argumento de que las autoridades omitieron tomar las medidas suficientes para mantener a salvo a la presunta víctima, el Estado sostuvo que de la declaración de Oscar Almada no surge que los policías hubieran actuado negligentemente en el cuidado de la presunta víctima, que conforme a las autopsias la muerte fue causada por el consumo de gran cantidad de alcohol y cocaína, y que los policías no podían hacer más que llamar inmediatamente a una ambulancia para evitar su muerte, “aún cuando en ese momento no tuvieran conocimiento del estado de intoxicación en el que se encontraba Delfín Acosta”.
30. Con relación a las alegadas violaciones a los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, el Estado argumentó que en el presente caso se siguieron todas las líneas investigativas que razonablemente conducían hacia la determinación de las causales de la muerte de José Delfín Acosta Martínez, que la investigación fue completa, independiente e imparcial; que fueron considerados los testimonios de diversos testigos; que en el ámbito del derecho argentino rige un sistema de libre apreciación de la prueba y no un régimen de prueba tasada donde la eficacia de los distintos medios probatorios se halla fijada mediante reglas vinculantes para el juez; y que los peticionarios solicitan a la CIDH que declare la responsabilidad del Estado argentino como consecuencia de la valoración que los jueces y tribunales hicieron de los elementos probatorios producidos en la causa. Sostuvo que los familiares de la presunta víctima como querellantes gozaron de amplias posibilidades para sostener su posición frente a los jueces y que el único medio de prueba desestimado fue el pedido de la querella de llamar nuevamente a declarar a todas las personas que habían declarado en la causa, algunos en reiteradas oportunidades. Finalmente, alegó que tuvieron acceso a todos los recursos internos disponibles en el derecho interno para impugnar las sentencias de primera y segunda instancia.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

31. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. La petición señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
32. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
33. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.
34. Los peticionarios afirman que los familiares de la presunta víctima agotaron todos los recursos internos y que el último recurso que presentaron fue la queja ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación contra la decisión que rechazo el recurso extraordinario federal dentro del marco del proceso penal. Por su parte, el Estado no presentó argumentos que contravinieran esta afirmación e, incluso, confirmó la presentación de todos los recursos que los peticionarios alegaron haber agotado.
35. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas
. Tratándose de casos como el presente, que involucran posibles delitos de acción pública, esto es, perseguibles de oficio, y más aún cuando agentes del Estado estarían implicados en dichos delitos, el Estado tiene la obligación de investigarlos. Por lo cual, en todo caso, el Estado es titular de la acción punitiva y la obligación de promover e impulsar las distintas etapas procesales, en cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho a la justicia. Esta carga debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio, y no como una gestión de intereses de particulares o que dependa de la iniciativa de éstos o de la aportación de pruebas por parte de los mismos
.
36. En el presente caso, la Comisión observa prima facie que los familiares de la presunta víctima no sólo impulsaron la investigación penal, sino que presentaron diversos recursos contra la decisión del 5 de agosto de 1999 que ordenó el archivo de la causa, constituyendo la queja el último recurso presentado dentro de una secuencia de recursos orientados a subsanar las violaciones presuntamente cometidas. En este sentido, la Comisión considera que los recursos internos fueron agotados conforme a lo previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
2.
Plazo de presentación de la petición

37. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención Americana, para que una petición pueda ser declarada admisible, es necesario que ésta se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado en sus derechos haya sido notificado de la decisión definitiva.
38. En el presente caso, toda vez que la sentencia del 18 de diciembre de 2001 que resolvió el recurso de queja fue notificada a los familiares de la presunta víctima el 28 de diciembre de 2001 y la petición fue presentada el 6 de junio de 2002, la Comisión concluye que se ha cumplido el plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

39. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión. Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.c y en el artículo 47.d de la Convención Americana.
4.
Caracterización de los hechos alegados

40. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo previsto en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o es “evidente su total improcedencia”, conforme al inciso c) de dicho artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención Americana, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.
41. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales.
42. La Comisión nota que existe una controversia respecto a la caracterización de los hechos alegados. El Estado argentino sostiene que en el presente caso es aplicable la fórmula de la “cuarta instancia” y que la petición no expone hechos que caractericen alguna violación a un derecho garantizado por la Convención Americana. Por su parte, los peticionarios sostienen que no están planteando una revisión de la resolución judicial que ordenó el archivo de las actuaciones con motivo de la presunta víctima, sino violaciones a derechos humanos.
43. La premisa básica de la “fórmula de la cuarta instancia” es que “la Comisión no puede revisar las sentencias dictadas por los tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia y aplicando las debidas garantías judiciales, a menos que encuentre que se ha cometido una violación de alguno de los derechos amparados por la Convención Americana”
. En este sentido, la CIDH ha establecido que es competente “para declarar admisible una petición y fallar sobre su fundamento cuando ésta se refiere a una sentencia judicial nacional que ha sido dictada al margen del debido proceso o que aparentemente viola cualquier otro derecho garantizado por la Convención”
. La Comisión recuerda que ha admitido peticiones cuando de los alegatos de las partes se desprende prima facie que las sentencias judiciales o los procedimientos seguidos pudieron haber sido arbitrarios
 o implicar un posible trato desigual arbitrario o una posible discriminación
.
44. Considerando lo anterior, frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación del derecho a las garantías y la protección judicial en perjuicio de los familiares de la presunta víctima, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, toda vez que los alegatos respecto a una supuesta denegación de justicia requieren un análisis en la etapa de fondo donde prima facie podrían comprobarse irregularidades dentro de la investigación y proceso penal, además de que la sentencia que ordenó el archivo de la investigación penal podría ser arbitraria en violación del debido proceso.

45. También corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación del derecho a la libertad personal, a la integridad personal y a la vida en perjuicio de José Delfín Acosta Martínez, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 4, 5 y 7 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
46. Asimismo, la Comisión considera que podría caracterizarse un incumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana en relación con el artículo 7, dado que, conforme a lo alegado, al momento de los hechos estaban vigentes los denominados “edictos policiales” que justificaron la detención de la presunta víctima; lo cual requiere un análisis en la etapa de fondo dirigido a establecer su compatibilidad con el deber del Estado de adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para hacer efectivos  los derechos consagrados en el citado instrumento.
47. Finalmente, respecto a la alegada violación al derecho de igualdad ante la ley y el alegado incumplimiento de la prohibición de discriminación, la Comisión considera que los alegatos de los peticionarios relativos a presuntos actos discriminatorios en contra de José Delfín Acosta Martínez en razón de su raza u origen nacional, podrían caracterizar un incumplimiento a la prohibición de discriminación contenida en el artículo 1.1 en relación con los derechos contenidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana o, en todo caso, una violación al artículo 24 en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento. Tomando en cuenta que los alegatos que hacen referencia a la supuesta implementación de perfiles raciales y de un tratamiento discriminatorio por parte de la policía en razón de la raza o el origen nacional de la presunta víctima y; constituyendo la raza y el origen nacional categorías que implican un escrutinio especialmente riguroso, la Comisión considera admisibles dichos alegatos a efectos de estudiarlos en la etapa de fondo.
V.
CONCLUSIONES

48. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados en el presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar admisible el caso de autos en relación con las violaciones que se alegan, de los derechos reconocidos en los artículos 4, 5, 7, 8, 24 y 25, con relación al 1.1 y 2 de la Convención Americana;
2. Notificar la presente decisión a las partes;
3. Proseguir el análisis del fondo del asunto;
4. Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Con fecha 9 de mayo de 2006, el señor Ángel Acosta Martínez, hermano de la presunta víctima informó que la COFAVI dejaría de patrocinar la petición y que la abogada Paola Gabriela Canova tendría que ser incluida como peticionaria.


� Respecto a la normatividad aplicable al momento de los hechos, el Estado afirmó que el edicto policial sobre ebriedad y otras intoxicaciones preveía que serían reprimidos con multa de 300 a 1,500 pesos o con arresto de 3 a 15 días los que se encontraren en completo estado de ebriedad en las calles, plazas, cafés, cabarets, almacenes, tabernas y otros despachos de bebidas o parajes públicos (artículo 1), multa de 100 a 600 pesos o arresto de 1 a 6 días para quienes en los lugares mencionados se manifestaran alcoholizados (artículo 2), y multa o arresto a quienes en los lugares señalados para los casos de ebriedad se encontraren bajos la acción de alcaloides o narcóticos (artículo 3). También indicó que conforme al Reglamento de Procedimientos Contravencionales vigente al momento de los hechos, si el infractor estaba ebrio o intoxicado por alcaloides, el agente policial que intervenía debía buscar la forma de conducirlo a la comisaría a fin de hacer menos visible el espectáculo que provocaba el causante (artículo 89) y que los ebrios desordenados, cualquiera que fuera su situación o condición, debían alojarse en la sala de detenidos, donde no hubiera delincuentes (artículo 131).


� La Corte IDH ha dispuesto que un recurso adecuado es aquél idóneo para proteger la situación jurídica infringida, de forma que los recursos que no tengan dicho efecto o sean manifiestamente absurdos o irrazonables no hay que agotarlos. Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 63 y Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 28.


� CIDH, Informe No. 68/08, Petición 231-98, Admisibilidad, Ernesto Travesi, Argentina, 16 de octubre de 2008, párr. 32 e Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 30.


� CIDH, Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplún y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 36.


� CIDH, Informe No. 8/98, Caso 11.671, Inadmisibilidad, Carlos García Saccone, Argentina, 2 de marzo de 1998, párr. 53 e Informe No. 2/05, Petición 11.618, Admisibilidad, Carlos Alberto Mohamed, Argentina, 22 de febrero de 2005, párr. 32.


� CIDH, Informe No. 105, 99, Caso 10.194, Admisibilidad y Fondo, Narciso Palacios, Argentina, 29 de septiembre de 1999, párr. 45.


� CIDH, Informe No 62/12, Petición 1471-05, Admisibilidad, Yenina Esther Martínez Esquiava, 20 de marzo de 2012, párr. 48.


� CIDH, Informe No. 42/08, Caso 12.502, Admisibilidad, Karen Atala e hijas, Chile, 23 de julio de 2008, párr. 63 e Informe No. 13/12, Petición 1064-05, Admisibilidad, Luis Fernando Guevara Díaz, Costa Rica, 20 de marzo de 2012, párr. 41.
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